
 

TÍTULO III. 
DE LOS PROCESOS MONITORIO Y 

CAMBIARIO. 
     CAPÍTULO I. 

     DEL PROCESO MONITORIO. 

Artículo 812. Casos en que procede el proceso monitorio. 

1. Podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda de otro el pago de 
deuda dineraria de cualquier importe, líquida, determinada, vencida y 
exigible, cuando la deuda se acredite de alguna de las formas siguientes: 

1. Mediante documentos, cualquiera que sea su forma y clase o el 
soporte físico en que se encuentren, que aparezcan firmados por el 
deudor o con su sello, impronta o marca o con cualquier otra señal, 
física o electrónica. 

2. Mediante facturas, albaranes de entrega, certificaciones, 
telegramas, telefax o cualesquiera otros documentos que, aun 
unilateralmente creados por el acreedor, sean de los que 
habitualmente documentan los créditos y deudas en relaciones de la 
clase que aparezca existente entre acreedor y deudor. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior y cuando se trate de 
deudas que reúnan los requisitos establecidos en dicho apartado, podrá 
también acudirse al proceso monitorio, para el pago de tales deudas, en los 
casos siguientes: 

1. Cuando, junto al documento en que conste la deuda, se aporten 
documentos comerciales que acrediten una relación anterior 
duradera. 

2. Cuando la deuda se acredite mediante certificaciones de impago de 
cantidades debidas en concepto de gastos comunes de 
Comunidades de propietarios de inmuebles urbanos. 

Artículo 813. Competencia. 

Será exclusivamente competente para el proceso monitorio el Juzgado de 
Primera Instancia del domicilio o residencia del deudor o, si no fueren 
conocidos, el del lugar en que el deudor pudiera ser hallado a efectos del 
requerimiento de pago por el Tribunal, salvo que se trate de la reclamación 
de deuda a que se refiere el número 2 del apartado 2 del artículo 812, en 
cuyo caso será también competente el Juzgado del lugar en donde se halle 
la finca, a elección del solicitante. 

En todo caso, no serán de aplicación las normas sobre sumisión expresa o 
tácita contenidas en la sección II del capítulo II del Título II del Libro 1. 

Si, tras la realización de las correspondientes averiguaciones por el 
secretario Judicial sobre el domicilio o residencia, éstas son infructuosas o el 
deudor es localizado en otro partido judicial, el juez dictará auto dando por 
terminado el proceso, haciendo constar tal circunstancia y reservando al 



 

acreedor el derecho a instar de nuevo el 
proceso ante el Juzgado competente. 

Artículo 814. Petición inicial del procedimiento monitorio. 

1. El procedimiento monitorio comenzará por petición del acreedor en la que 
se expresarán la identidad del deudor, el domicilio o domicilios del acreedor 
y del deudor o el lugar en que residieran o pudieran ser hallados y el origen 
y cuantía de la deuda, acompañándose el documento o documentos a que 
se refiere el artículo 812. 

La petición podrá extenderse en impreso o formulario que facilite la 
expresión de los extremos a que se refiere el apartado anterior. 

2. Para la presentación de la petición inicial del procedimiento monitorio no 
será preciso valerse de procurador y abogado. 

Artículo 815. Admisión de la petición y requerimiento de pago. 

1. Si los documentos aportados con la petición fueran de los previstos en 
el apartado 2 del artículo 812 o constituyeren un principio de prueba del 
derecho del peticionario, confirmado por lo que se exponga en aquélla, el 
Secretario judicial requerirá al deudor para que, en el plazo de veinte días, 
pague al peticionario, acreditándolo ante el Tribunal, o comparezca ante 
éste y alegue sucintamente, en escrito de oposición, las razones por las 
que, a su entender, no debe, en todo o en parte, la cantidad reclamada. En 
caso contrario dará cuenta al Juez para que resuelva lo que corresponda 
sobre la admisión a trámite de la petición inicial. 

El requerimiento se notificará en la forma prevista en el artículo 161 de esta 
Ley, con apercibimiento de que, de no pagar ni comparecer alegando 
razones de la negativa al pago, se despachará contra él ejecución según lo 
prevenido en el artículo siguiente. Sólo se admitirá el requerimiento al 
demandado por medio de edictos en el supuesto regulado en el siguiente 
apartado de este artículo. 

2. En las reclamaciones de deuda a que se refiere el número 2 del apartado 
2 del artículo 812, la notificación deberá efectuarse en el domicilio 
previamente designado por el deudor para las notificaciones y citaciones de 
toda índole relacionadas con los asuntos de la comunidad de propietarios. Si 
no se hubiere designado tal domicilio, se intentará la comunicación en el 
piso o local, y si tampoco pudiere hacerse efectiva de este modo, se le 
notificará conforme a lo dispuesto en el artículo 164 de la presente Ley. 

3. Si de la documentación aportada con la petición se desprende que la 
cantidad reclamada no es correcta, el secretario judicial dará traslado al 
juez, quien, en su caso, mediante auto podrá plantear al peticionario 
aceptar o rechazar una propuesta de requerimiento de pago por el importe 
inferior al inicialmente solicitado que especifique. 



 

En la propuesta, se deberá informar al 
peticionario de que, si en un plazo no 
superior a diez días no envía la respuesta o la 

misma es de rechazo, se le tendrá por desistido. 

Artículo 816. Incomparecencia del deudor requerido y despacho de la 
ejecución. Intereses. 

1. Si el deudor no atendiere el requerimiento de pago o no compareciere, 
el Secretario judicial dictará decreto dando por terminado el proceso 
monitorio y dará traslado al acreedor para que inste el despacho de 
ejecución, bastando para ello con la mera solicitud. 

2. Despachada ejecución, proseguirá ésta conforme a lo dispuesto para la 
de sentencias judiciales, pudiendo formularse la oposición prevista en estos 
casos, pero el solicitante del proceso monitorio y el deudor ejecutado no 
podrán pretender ulteriormente en proceso ordinario la cantidad reclamada 
en el monitorio o la devolución de la que con la ejecución se obtuviere. 

Desde que se dicte el auto despachando ejecución la deuda devengará el 
interés a que se refiere el artículo 576. 

Artículo 817. Pago del deudor.  

Si el deudor atendiere el requerimiento de pago, tan pronto como lo 
acredite, el Secretario judicial acordará el archivo de las actuaciones. 

Artículo 818. Oposición del deudor. 

1. Si el deudor presentare escrito de oposición dentro de plazo, el asunto se 
resolverá definitivamente en juicio que corresponda, teniendo la sentencia 
que se dicte fuerza de cosa juzgada. 

El escrito de oposición deberá ir firmado por abogado y procurador cuando 
su intervención fuere necesaria por razón de la cuantía, según las reglas 
generales. 

Si la oposición del deudor se fundara en la existencia de pluspetición, se 
actuará respecto de la cantidad reconocida como debida conforme a lo que 
dispone el apartado segundo del artículo 21 de la presente Ley. 

2. Cuando la cuantía de la pretensión no excediera de la propia del juicio 
verbal, el Secretario judicial dictará decreto dando por terminado el proceso 
monitorio y acordando seguir la tramitación conforme a lo previsto para 
este tipo de juicio, convocando a las partes a la vista ante el Tribunal. 
Cuando el importe de la reclamación exceda de dicha cantidad, si el 
peticionario no interpusiera la demanda correspondiente dentro del plazo de 
un mes desde el traslado del escrito de oposición, el Secretario judicial 
dictará decreto sobreseyendo las actuaciones y condenando en costas al 
acreedor. Si presentare la demanda, en el decreto poniendo fin al proceso 
monitorio acordará dar traslado de ella al demandado conforme a lo 



 

previsto en los artículos 404 y siguientes de 
la presente Ley, salvo que no proceda su 
admisión, en cuyo caso acordará dar cuenta 

al Juez para que resuelva lo que corresponda. 

3. En todo caso, cuando se reclamen rentas o cantidades debidas por el 
arrendatario de finca urbana y éste formulare oposición, el asunto se 
resolverá definitivamente por los trámites del juicio verbal, cualquiera que 
sea su cuantía. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Medidas de agilización de 
determinados procesos civiles.  

1. El Ministerio de Justicia, de acuerdo con la comunidad autónoma 
correspondiente con competencias en la materia, previo informe favorable 
del Consejo General del Poder Judicial, podrá crear Oficinas de 
Señalamiento Inmediato en aquellos partidos judiciales con separación 
entre Juzgados de Primera Instancia y Juzgados de Instrucción. 

Estas Oficinas tendrán carácter de servicio común procesal y desarrollarán 
funciones de registro, reparto y señalamiento de vistas, comparecencias y 
actuaciones en los procedimientos a que se refiere la presente disposición 
adicional. 

2. En aquellos partidos judiciales donde se constituyan Oficinas de 
Señalamiento Inmediato se presentarán ante ellas las demandas y 
solicitudes que versen sobre las siguientes materias y siempre que al 
demandante o solicitante le sea posible designar un domicilio o residencia 
del demandado a efectos de su citación: 

a. Reclamaciones de cantidad referidas en el apartado 2 del artículo 
250 de esta Ley. 

b. Desahucios de finca urbana por expiración legal o contractual del 
plazo o por falta de pago de rentas o cantidades debidas y, en su 
caso, reclamaciones de estas rentas o cantidades cuando la acción 
de reclamación se acumule a la acción de desahucio. 

c. Medidas cautelares previas o simultáneas a la demanda, a las que 
se refiere la regla 6ª del artículo 770. 

d. Medidas provisionales de nulidad, separación o divorcio, previas o 
simultáneas a la demanda, previstas en los artículos 771 y 773.1. 

e. Demandas de separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo, o 
por uno de los cónyuges con el consentimiento del otro. 

3. Estas demandas y solicitudes presentadas ante las Oficinas de 
Señalamiento Inmediato se tramitarán conforme a las normas de esta Ley, 
con las siguientes especialidades: 

• Primera. Con carácter previo a su admisión a trámite, en el mismo 
día de su presentación o, de no ser posible, en el siguiente día 
hábil, las Oficinas de Señalamiento Inmediato, en una misma 
diligencia: 



 

a. Registrarán aquellas 
demandas o solicitudes 
previstas en el apartado 

anterior que ante ellas se presenten. 
b. Acordarán su reparto al Juzgado que corresponda y señalarán 

directamente la vista referida en el artículo 440.1, la 
comparecencia prevista en los artículos 771.2 y 773.3, la 
comparecencia para ratificación de la demanda contemplada 
en el artículo 777.3, y la fecha y hora en que hubiera de 
tener lugar el lanzamiento, en el supuesto a que se refiere el 
artículo 440.3. 

c. Ordenarán, librándolos al efecto, la práctica de las 
correspondientes citaciones y oficios, para que se realicen a 
través del servicio común de notificaciones o, en su caso, por 
el procurador que así lo solicite, y se entreguen 
cumplimentadas directamente al Juzgado correspondiente. 

d. Requerirán a la parte actora, de ser necesario, para la 
subsanación de los defectos procesales de que pudiere 
adolecer la presentación de la demanda o solicitud, que 
deberán solventarse en un plazo máximo de tres días. 

e. Remitirán inmediatamente la demanda o solicitud presentada 
al Juzgado que corresponda. 

• Segunda. Las citaciones para las comparecencias y vistas a que se 
refiere la regla anterior contendrán los requerimientos y 
advertencias previstos en cada caso en esta Ley. También harán 
indicación de los extremos a que se refiere el apartado 3 del artículo 
440. 

Asimismo la citación expresará que, si el demandado solicita el 
reconocimiento del derecho de asistencia jurídica gratuita o interesa 
la designación de abogado y procurador de oficio en el caso del 
artículo 33.2, deberá instarlo ante el Juzgado en el plazo de tres 
días desde la recepción de la citación. 

• Tercera. Recibida la demanda o solicitud, se acordará lo procedente 
sobre su admisión a trámite. En el supuesto de que se admita la 
demanda, se estará al señalamiento realizado. Si no fuera admitida 
a trámite, se dejará sin efecto el señalamiento, comunicando el 
Juzgado esta circunstancia a quienes ya hubieren sido citados, a 
través del servicio común de actos de comunicación o, en su caso, 
del procurador que así lo hubiera solicitado. 

Cuando alguna de las partes solicite el reconocimiento del derecho a 
la asistencia jurídica gratuita o la designación de abogado y 
procurador de oficio, se requerirá en la misma resolución de 
admisión de la demanda, si para entonces ya se conoce dicha 
solicitud o, en caso contrario, en decreto posterior, la inmediata 
designación de los profesionales de conformidad a lo establecido en 
el apartado 3 del artículo 33. En este caso, la designación se 
efectuará a favor de los profesionales asignados para la fecha en 
que haya de celebrarse la vista o comparecencia señalada, de 



 

acuerdo con un turno especial de asistencia 
establecido al efecto por los Colegios de 
Abogados y Procuradores. 

• Cuarta. Las Oficinas de Señalamiento Inmediato realizarán los 
señalamientos a que se refiere el párrafo b del apartado 3, Primera, 
de esta disposición ante el Juzgado de Primera Instancia que por 
turno corresponda de acuerdo con un sistema programado de 
señalamientos, en el día y hora hábiles disponibles más próximos 
posibles, dentro en todo caso de los siguientes plazos: 

a. Los señalamientos para las vistas a que se refiere el artículo 
440.1 se efectuarán en los plazos señalados en el mismo 
precepto, contados partir del quinto día posterior a la 
presentación de la demanda en la Oficina de Señalamiento 
Inmediato. 

b. Los señalamientos para las comparecencias previstas en los 
artículos 771.2 y 773.3 se efectuarán entre el quinto y el 
décimo día posteriores a la presentación de la solicitud o 
demanda en la Oficina de Señalamiento Inmediato. 

c. Los señalamientos de las comparecencias para ratificación de 
la demanda contempladas en el artículo 777.3 se efectuarán 
dentro de los tres días siguientes a la presentación de la 
correspondiente demanda. 

d. La fijación de fecha y hora en que, en su caso, haya de tener 
lugar el lanzamiento, de acuerdo con lo previsto en el último 
inciso del apartado 3 del artículo 440, se realizará en un 
plazo inferior a un mes desde la fecha en que se hubiera 
señalado la correspondiente vista. 

• Quinta. Cada Juzgado de Primera Instancia, en los partidos judiciales 
en que se constituyan Oficinas de Señalamiento Inmediato, deberá 
reservar la totalidad de su agenda en las fechas que le corresponda 
actuar en turno de asistencia continuada para que la Oficina de 
Señalamiento Inmediato realice directamente dichos señalamientos. 

El Consejo General del Poder Judicial, previo informe favorable del 
Ministerio de Justicia, dictará los Reglamentos necesarios para 
regular la organización y funcionamiento del sistema programado 
de señalamientos, el establecimiento de los turnos de asistencia 
continuada entre los Juzgados de Primera Instancia y el 
fraccionamiento de franjas horarias para la realización directa de los 
señalamientos. 

• Sexta. Las normas de reparto de los partidos judiciales en que se 
constituyan Oficinas de Señalamiento Inmediato atribuirán el 
conocimiento de los procedimientos contemplados en el apartado 2 
de esta disposición a aquel Juzgado de Primera Instancia que haya 
de actuar en turno de asistencia continuada en la fecha en que se 
realicen los señalamientos de las vistas y comparecencias a que se 
refiere la regla cuarta. 

4. En las actuaciones realizadas en el ámbito de esta disposición adicional, 
los procuradores de las partes personadas podrán practicar, si así lo 



 

solicitan y a costa de la parte que 
representen, las notificaciones, citaciones, 
emplazamientos y requerimientos, por 

cualquiera de los medios admitidos con carácter general en esta Ley. 

Se tendrán por válidamente realizados estos actos de comunicación cuando 
quede constancia suficiente de haber sido practicados en la persona o en el 
domicilio del destinatario. 

A estos efectos, el procurador acreditará, bajo su responsabilidad personal, 
la identidad y condición del receptor del acto de comunicación, cuidando de 
que en la copia quede constancia de su firma y de la fecha en que se 
realice. 

En las comunicaciones por medio de entrega de copia de la resolución o 
cédula en el domicilio del destinatario, se estará a lo dispuesto en el artículo 
161 en lo que sea aplicable, debiendo el procurador acreditar la 
concurrencia de las circunstancias contempladas en dicho precepto, para lo 
que podrá auxiliarse de dos testigos o de cualquier otro medio idóneo. 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Reforma de la Ley de Propiedad 
Horizontal. 

1. El párrafo tercero del apartado 2 del artículo 7 de la Ley 49/1960, de 21 
de julio, sobre Propiedad Horizontal, modificada por la Ley 8/1999, de 6 de 
abril, queda redactado en los siguientes términos: 

Si el infractor persistiere en su conducta el Presidente, previa autorización 
de la Junta de propietarios, debidamente convocada al efecto, podrá 
entablar contra él acción de cesación que, en lo no previsto expresamente 
por este artículo, se sustanciará a través del juicio ordinario. 

2. El artículo 21 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal, 
quedará redactado en los siguientes términos: 

1. Las obligaciones a que se refieren los apartados e y f del artículo 9 
deberán cumplirse por el propietario de la vivienda o local en el tiempo y 
forma determinados por la Junta. En caso contrario, el presidente o el 
administrador, si así lo acordase la junta de propietarios, podrá exigirlo 
judicialmente a través del proceso monitorio. 

2. La utilización del procedimiento monitorio requerirá la previa certificación 
del acuerdo de la Junta aprobando la liquidación de la deuda con la 
comunidad de propietarios por quien actúe como secretario de la misma, 
con el visto bueno del presidente, siempre que tal acuerdo haya sido 
notificado a los propietarios afectados en la forma establecida en el artículo 
9. 

3. A la cantidad que se reclame en virtud de lo dispuesto en el apartado 
anterior podrá añadirse la derivada de los gastos del requerimiento previo 



 

de pago, siempre que conste 
documentalmente la realización de éste, y se 
acompañe a la solicitud el justificante de 

tales gastos. 

4. Cuando el propietario anterior de la vivienda o local deba responden 
solidariamente del pago de la deuda, podrá dirigirse contra él la petición 
inicial, sin perjuicio de su derecho a repetir contra el actual propietario. 
Asimismo se podrá dirigir la reclamación contra el titular registral, que 
gozará del mismo derecho mencionado anteriormente. 

En todos estos casos, la petición inicial podrá formularse contra cualquiera 
de los obligados o contra todos ellos conjuntamente. 

5. Cuando el deudor se oponga a la petición inicial del proceso monitorio, el 
acreedor podrá solicitan el embargo preventivo de bienes suficientes de 
aquel, para hacen frente a la cantidad reclamada, los intereses y las costas. 

El tribunal acordará, en todo caso, el embargo preventivo sin necesidad de 
que el acreedor preste caución. No obstante, el deudor podrá enervar el 
embargo prestando aval bancario por la cuantía por la que hubiese sido 
decretado. 

6. Cuando en la solicitud inicial del proceso monitorio se utilizarán los 
servicios profesionales de abogado y procurador para reclaman las 
cantidades debidas a la Comunidad, el deudor deberá pagan, con sujeción 
en todo caso a los límites establecidos en el apartado tercero del artículo 
394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los honorarios y derechos que 
devenguen ambos por su intervención, tanto si aquel atendiere el 
requerimiento de pago como si no compareciere ante el tribunal. En los 
casos en que exista oposición, se seguirán las reglas generales en materia 
de costas, aunque si el acreedor obtuviere una sentencia totalmente 
favorable a su pretensión, se deberán incluir en ellas los honorarios del 
abogado y los derechos del procurador derivados de su intervención, 
aunque no hubiera sido preceptiva. 

a. pertenecientes al resto de órdenes jurisdiccionales. 
b. Cuando se recusare a un Juez Central de lo Penal o a un Juez 

Central de instrucción, un Magistrado de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional, designado en virtud de un turno establecido por 
orden de antigüedad. 

c. Cuando el recusado sea un Juez de instrucción o un Juez de lo 
Penal, un Magistrado de la Audiencia Provincial correspondiente, 
designado en virtud de un turno establecido por orden de 
antigüedad. 

d. Cuando el recusado fuere un Juez de Paz, el Juez de instrucción del 
partido correspondiente o, si hubiere en él varios Juzgados de 
instrucción, el Juez titular designado en virtud de un turno 
establecido por orden de antigüedad. 


